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P R O Y E C T O          D E        L E Y

El Senado y Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

L     E    Y

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1°: Finalidad.
La presente Ley tiene como finalidad establecer los lineamientos generales para promover, consolidar y mantener una administración pública moderna, jerárquica, profesional, descentralizada y desconcentrada, basada en el respeto al Estado de Derecho, los derechos fundamentales y la dignidad de la persona humana, el desarrollo de los valores morales y éticos y el fortalecimiento de los principios democráticos, para obtener mayores niveles de eficiencia del aparato estatal y el logro de una mejor atención a las personas.

Artículo 2° Objetivos.
La presente Ley tiene los siguientes objetivos:

1. Consolidar el pleno desarrollo de los organismos públicos y del personal que en ellos trabajan.

2. Determinar los principios que rigen al empleo público.

3. Crear las condiciones para que las entidades públicas sean organizaciones eficientes, eficaces, participativas, transparentes, honestas y competitivas en el cumplimiento de sus responsabilidades de gobierno y en los servicios que prestan a la sociedad.

4. Normar las relaciones de trabajo en el empleo público y la gestión del desempeño laboral para brindar servicios de calidad a los usuarios, sobre la base de las políticas de gestión por resultados.

Artículo 3°: Ámbito de aplicación.
La presente Ley regula la prestación de los servicios personales, subordinada y remunerada entre una entidad de la administración pública y un empleado público, cualquiera fuera la clasificación que éste tenga, y la parte orgánica y funcional de la gestión del empleo público.

Artículo 4°: Principios.
Son principios que rigen el empleo público:
1. Principio de legalidad.- Los derechos y obligaciones que generan el empleo público se enmarcan dentro de lo establecido en la Constitución, leyes y reglamentos.

El empleado público en el ejercicio de su función actúa respetando el orden legal y las potestades que la ley le señala.

2. Principio de modernidad.- Procura el cambio orientándolo hacia la consecución efectiva de los objetivos de la administración pública.

3. Principio de imparcialidad.- La función pública y la prestación de servicios públicos se ejerce sin discriminar a las personas y sin realizar diferencias. La implementación de políticas afirmativas respecto a personas con discapacidad o sectores vulnerables no constituyen discriminación en los términos de esta Ley.

4. Principio de transparencia y rendición de cuentas.- Busca que la información de los procedimientos que lo conforman sea confiable, accesible y oportuna y que las personas encargadas del manejo económico rindan cuentas periódicas de los gastos que ejecutan.

5. Principio de eficiencia.- El empleado público ejerce sus actividades empleando los medios estrictamente necesarios, teniendo en cuenta los escasos recursos con que cuenta el Estado.

6. Principio de probidad y ética pública.- El empleado público actuará de acuerdo a los principios y valores éticos establecidos en la Constitución y las leyes, que requiera la función pública.

7. Principio de mérito y capacidad.- El ingreso, la permanencia y las mejoras remunerativas de condiciones de trabajo y ascensos en el empleo público se fundamentan en el mérito y capacidad de los postulantes y del personal de la administración pública. Para los ascensos se considera además el tiempo de servicio.

8. Principios de Derecho Laboral.- Rigen en las relaciones individuales y colectivas del empleo público, los principios de igualdad de oportunidades sin discriminación, el carácter irrenunciable de los derechos reconocidos por la Constitución e interpretación más favorable al trabajador en caso de duda. En la colisión entre principios laborales que protegen intereses individuales y los que protegen intereses generales, se debe procurar soluciones de consenso y equilibrio.

9. Principio de preservación de la continuidad de políticas del Estado.- La especialización del empleo público preserva la continuidad de las políticas del Estado. 
10. Principio de provisión presupuestaria.- Todo acto relativo al empleo público que tenga incidencia presupuestaria debe estar debidamente autorizado y presupuestado.

Artículo 5°: Fuentes.
Son fuentes de derecho en el empleo público:

1. La Constitución Nacional y Provincial.

2. Los Tratados y Convenios aprobados y ratificados.

3. Las leyes y demás normas con rango de ley.

4. Los reglamentos.

5. Las directivas emitidas por el Consejo Superior del Empleo Público.

6. Las sentencias ejecutorias que fijan principios jurisprudenciales emitidas por las autoridades jurisdiccionales sobre las normas relativas a la Administración Pública.

7. Las resoluciones calificadas como vinculantes por el Tribunal del Empleo Público.

8. Los pronunciamientos y consultas calificadas como vinculantes por el Consejo Superior del Empleo Público.

9. Los convenios colectivos del empleo público.

Las fuentes señaladas en los numerales 6, 7 y 8 sirven para interpretar y delimitar el campo de aplicación del ordenamiento jurídico positivo al cual se refieren.

TÍTULO I
RELACIÓN ESTADO-EMPLEADO

CAPÍTULO I

GENERALIDADES

Artículo 6°: Relación Estado-Empleado.
Es la relación que vincula al Estado como empleador y a las personas que le prestan servicios remunerados bajo subordinación. 
Artículo 7°: Deberes generales del empleado público.
Todo empleado público está al servicio de la Provincia, en tal razón tiene el deber de:

a) Cumplir su función buscando el desarrollo de la provincia y la continuidad de las políticas de Estado.

b) Supeditar el interés particular al interés común y a los deberes y obligaciones del servicio.

c) Superarse permanentemente en función a su desempeño.

d) Desempeñar sus funciones con honestidad, probidad, criterio, eficiencia, laboriosidad y vocación de servicio.

e) Conducirse con dignidad en el desempeño del cargo.

f) Respetar y convocar las instancias de participación ciudadana creadas por la ley y las normas respectivas.

Artículo 8°: Prohibición de doble percepción de ingresos.
Ningún empleado público puede percibir del Estado más de una remuneración, retribución, emolumento o cualquier tipo de ingreso. Es incompatible la percepción simultánea de remuneración y pensión por servicios prestados al Estado.

La única excepción la constituye la función docente.
CAPÍTULO II
CLASIFICACIÓN

Artículo 9°: Clasificación.
El personal del empleo público se clasifica de la siguiente manera:

1. Funcionario público.- El que desarrolla funciones de preeminencia política, reconocida por norma expresa, que representan al Estado o a un sector de la población, desarrollan políticas del Estado y/o dirigen organismos o entidades públicas.

El Funcionario Público puede ser:

a) De elección popular directa y universal o confianza política originaria.

b) De nombramiento y remoción regulados.

c) De libre nombramiento y remoción.

2. Empleado de confianza.- El que desempeña cargo de confianza técnico o político, distinto al del funcionario público. Se encuentra en el entorno de quien lo designa o remueve libremente y en ningún caso será mayor al 5% de los servidores públicos existentes en cada entidad. El Consejo Superior del Empleo Público podrá establecer límites inferiores para cada entidad. 

3. Trabajador público.- Se clasifica en:

a) Directivo superior.- El que desarrolla funciones administrativas relativas a la dirección de un órgano programa o proyecto, la supervisión de empleados públicos, la elaboración de políticas de actuación administrativa y la colaboración en la formulación de políticas de gobierno.

A este grupo se ingresa por concurso de méritos y capacidades de los trabajadores ejecutivos y especialistas, su porcentaje no excederá del 10% del total de empleados de la entidad. La ineficiencia en este cargo da lugar al regreso a su grupo ocupacional.

Una quinta parte del porcentaje referido en el párrafo anterior puede ser designada o removida libremente por el titular de la entidad. No podrán ser contratados como trabajadores ejecutivos o especialistas salvo que cumplan las normas de acceso reguladas en la presente Ley.

b) Ejecutivo.- El que desarrolla funciones administrativas, entiéndase por ellas al ejercicio de autoridad, de atribuciones resolutivas, las de fe pública, asesoría legal preceptiva, supervisión, fiscalización, auditoria y, en general, aquellas que requieren la garantía de actuación administrativa objetiva, imparcial e independiente a las personas. Conforman un grupo ocupacional.

c) Especialista.- El que desempeña labores de ejecución de servicios públicos. No ejerce función administrativa. Conforman un grupo ocupacional.

d) De apoyo.- El que desarrolla labores auxiliares de apoyo y/o complemento. Conforman un grupo ocupacional.

CAPÍTULO III
ACCESO AL EMPLEO PÚBLICO

Artículo 10º: Acceso al empleo público.
El acceso al empleo público se realiza mediante concurso público y abierto, por grupo ocupacional, en base a los méritos y capacidad de las personas, en un régimen de igualdad de oportunidades.

Artículo 11º: Requisitos para la convocatoria.
Para la convocatoria del proceso de selección se requiere:

a) Existencia de un puesto de trabajo presupuestado.

b) Identificación del puesto de trabajo.

c) Descripción de las competencias y méritos.

d) Establecimiento de criterios de puntuación y puntaje mínimo.

e) Determinación de remuneración.

Artículo 12º: Requisitos para postular.
Son requisitos para postular al empleo público:

a) Declaración de voluntad del postulante.

b) Tener hábiles sus derechos civiles y laborales.

c) No poseer antecedentes penales ni policiales, incompatibles con la clase de cargo.

d) Reunir los requisitos y/o atributos propios de la plaza vacante.

e) Los demás que se señale para cada concurso.

Artículo 13º: Procedimiento de selección.
El procedimiento de selección se inicia con la convocatoria que realiza la entidad y culmina con la resolución correspondiente y la suscripción del contrato.

La convocatoria se realiza por medios de comunicación de alcance provincial y en el portal informático respectivo.

Artículo 14º: Incumplimiento de las normas de acceso.
La inobservancia de las normas de acceso vulnera el interés general e impide la existencia de una relación válida. Es nulo de pleno derecho el acto administrativo que las contravenga, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas, civiles o penales de quien lo promueva, ordena o permita.

CAPÍTULO IV
GESTIÓN EN EL EMPLEO PÚBLICO

Artículo 15º: Proceso de Inducción.
El incorporado al empleo tiene derecho a que se le proporcione la inducción inicial necesaria, oriente sobre la política institucional e indique sus derechos, obligaciones y funciones. Esta capacitación constituye requisito básico para el inicio de la prestación de servicios.

Artículo 16º: Capacitación.
La capacitación es un deber y un derecho del empleado público. Está orientada al desarrollo de conocimientos, actitudes, prácticas, habilidades y valores del empleado, para garantizar el desarrollo de la función pública y los servicios públicos, mejorar su desempeño laboral, propiciar su realización personal, técnica o profesional y brindar mejor servicio al usuario.

Artículo 17º: Progresión.
La progresión implica la asunción de funciones y responsabilidades de dificultad o complejidad mayor a las del nivel de procedencia.

Artículo 18º: Retribución del desempeño laboral.
El desempeño del empleo público se retribuye de acuerdo a un sistema de evaluación con equidad y justicia teniendo en cuenta como mínimo los siguientes criterios:

a) Universalidad

b) Base técnica.

c) Competencia laboral.

Artículo 19º: Registro de Empleados y Cesantes.
Cada entidad pública organiza y mantiene actualizado su registro de empleados y cesantes, el mismo que integra el Registro Provincial de Personal del Empleo Público a cargo del Consejo Superior del Empleo Público.

CAPÍTULO V
DERECHOS Y OBLIGACIONES DEL EMPLEADO PÚBLICO

Artículo 20º: Enumeración de derechos.
El empleado público, sin excluir otros que le otorgan la Constitución y las leyes, tiene derecho a:

a) Igualdad de oportunidades.

b) Remuneración.

c) Protección adecuada contra el cese arbitrario, con observancia de las garantías constitucionales del debido proceso.

d) Descanso vacacional.

e) Permisos y licencias.

f) Reclamo administrativo.

g) Seguridad social de acuerdo a ley.

h) Capacitación.

i) Las demás que le señale la presente Ley o las leyes de desarrollo de esta Ley marco.

Artículo 21º: Enumeración de obligaciones.
Todo empleado está sujeto a las siguientes obligaciones:

a) Cumplir personal y diligentemente los deberes que impone el servicio público.

b) Prestar los servicios de forma exclusiva durante la jornada de trabajo, salvo labor docente, la cual podrá ser ejercida fuera de la jornada de trabajo.

c) Salvaguardar los intereses del Estado y emplear austeramente los recursos públicos, destinándolos sólo para la prestación del servicio público.

d) Percibir en contraprestación de sus servicios sólo lo determinado en el contrato de trabajo y las fuentes normativas del empleo público; está prohibido recibir dádivas, promesas, donativos o retribuciones de terceros para realizar u omitir actos del servicio.

e) No emitir opinión ni brindar declaraciones en nombre del Estado, salvo autorización expresa del superior jerárquico competente sobre la materia respecto de la cual se le dio autorización, bajo responsabilidad.

f) Actuar con transparencia en el ejercicio de su función y guardar secreto y/o reserva de la información pública calificada como tal por las normas sobre la materia y sobre aquellas que afecten derechos fundamentales.

g) Actuar con imparcialidad, omitiendo participar o intervenir por sí o por terceras personas, directa o indirectamente, en los contratos con su entidad en los que tenga interés el propio empleado, su cónyuge o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad.

h) Concurrir puntualmente y observar los horarios establecidos.

i) Conocer las labores del cargo y capacitarse para un mejor desempeño.

j) Observar un buen trato y lealtad hacia el público en general, hacia los superiores y compañeros de trabajo.

k) Guardar absoluta reserva en los asuntos que revistan tal carácter, aún después de haber cesado en el cargo.

l) Informar a la superioridad o denunciar ante la autoridad correspondiente, los actos delictivos o de inmoralidad cometidos en el ejercicio del empleo público.

m) Supeditar sus intereses particulares a las condiciones de trabajo y a las prioridades fijadas por la entidad.

n) No suscribir contrato de locación de servicios bajo cualquier modalidad con otra entidad pública.

o) Presentar declaración jurada anual de bienes y rentas, así como al asumir y al cesar en el cargo.

p) Participar, según su cargo, en las instancias internas y externas donde se promueva la participación de la ciudadanía y se ejecute procesos de rendición de cuentas.

q) Las demás que le señale la presente Ley, los reglamentos y directivas o las leyes de desarrollo de esta Ley marco.

CAPÍTULO VI
BIENESTAR SOCIAL E INCENTIVOS

Artículo 22º: Programas de bienestar social.
La administración pública a través de sus entidades deberá diseñar y establecer políticas para implementar de modo progresivo programas de bienestar social e incentivos dirigidos a los empleados y su familia.

Artículo 23º Reconocimiento especial.
El desempeño excepcional de un empleado origina el otorgamiento de especial reconocimiento que deberá enmarcarse en las siguientes condiciones:

a) Lograr resultados eficientes en el servicio que presta a la población.

b) Constituir modelo de conducta para el conjunto de empleados.

c) Promover valores sociales.

d) Promover beneficios a favor de la entidad.

e) Mejorar la imagen de la entidad frente a la colectividad.

CAPÍTULO VII
RÉGIMEN DISCIPLINARIO

Artículo 24º: Responsabilidades.
Los empleados públicos son responsables civil, penal o administrativamente por el incumplimiento de las normas legales y administrativas en el ejercicio del servicio público.

Artículo 25º: Inhabilitación y rehabilitación.
La inhabilitación y rehabilitación del empleado público se determinará en las normas de desarrollo de la presente Ley.

Artículo 26º: Procedimiento disciplinario.
El empleado público que incurra en falta administrativa grave será sometido a procedimiento administrativo disciplinario.

CAPÍTULO VIII
TÉRMINO DE LA RELACIÓN DE EMPLEO PÚBLICO

Artículo 27º: Término del empleo público.
El término del empleo se produce por:

a) Fallecimiento.

b) Renuncia.

c) Mutuo disenso.

d) Destitución.

e) Invalidez permanente que no le permita cumplir con sus funciones.

f) Jubilación.

g) Cese.

TÍTULO II
ENTE RECTOR DEL EMPLEO PÚBLICO
CAPÍTULO I

CONSEJO SUPERIOR DEL EMPLEO PÚBLICO

Artículo 28º: Creación.
Crease el Consejo Superior del Empleo Público - COSEP, como organismo público descentralizado, adscrito a la Secretaría General de la Gobernación, cuyo titular es el 
Presidente del Consejo Superior del Empleo Público. El Consejo Superior del Empleo Público es el ente rector del empleo público.

Artículo 29º: Funciones.
Las funciones del Consejo Superior del Empleo Público son las siguientes:

a) Vigilar el cumplimiento de la presente Ley, las normas de desarrollo, reglamentos y las directivas y procedimientos que establezca.

b) Emitir directivas que regulen el sistema de personal del empleo público supervisando su aplicación, cumplimiento y desarrollo, determinar las faltas y aplicar las sanciones correspondientes.

c) Proponer las normas y reglamentos necesarios para mejorar el sistema de personal del empleo público.

d) Supervisar y orientar el cumplimiento de las reglas de clasificación del personal en el empleo público, los topes establecidos, así como las normas y directivas establecidas para la gestión del empleo público.

e) Sancionar los incumplimientos de las normas relativas al empleo público en el ámbito de su competencia.

f) Absolver las consultas planteadas por las entidades públicas en materia de empleo público.

g) Llevar el Registro Provincial del Personal del Empleo Público y su Escalafón.

h) Dictar los criterios rectores del sistema de formación y capacitación en el empleo público, a nivel provincial,  y establecer reglas generales para la articulación de las entidades públicas con los servicios de capacitación ofrecidos por entes privados o públicos.

i) Proponer su reglamento de organización y funciones.

j) Centralizar y analizar todo tipo de información sobre empleo público.

k) Proponer la política sobre la gestión de Trabajadores del Estado.

I) Las demás que señalen la ley o el reglamento.

Artículo 30º: Dirección y administración.
La dirección y administración del Consejo Superior del Empleo Público estará a cargo de una Junta de Consejeros integrada por cinco (5) miembros quienes ejercerán el cargo por cuatro (4) años, pudiendo ser removidos sólo por causa justificada.

Los miembros de la Junta de Consejeros son nombrados de acuerdo a lo siguiente:

a) Tres (3) representantes del Poder Ejecutivo, uno de los cuales lo presidirá.

b) Un (1) representante del IPAP Instituto Provincial para la Administración Pública.

c) Un (1) representante de la Dirección general de Escuelas  

El nombramiento de los Consejeros se formaliza mediante  Decreto.
Uno de los representantes del Poder Ejecutivo deberá ser escogido entre los empleados públicos en actividad, excluyéndosele de los requisitos del artículo siguiente.

Artículo 31º: Requisitos para ser Consejero.
Son requisitos esenciales para ser Consejero:

a) Tener título académico universitario.

b) No menos de cinco (5) años de ejercicio profesional en temas de administración pública.

c) Poseer estudios de especialización vinculados con administración pública.

Artículo 32º: Responsabilidades de ministerios, órganos y entidades públicas

Las entidades de la administración pública brindarán la información requerida por el Consejo Superior del Empleo Público para el cumplimiento de sus fines.

CAPÍTULO II
TRIBUNAL DEL EMPLEO PÚBLICO
Artículo 33º: Creación.
Crease el Tribunal del Empleo Público como órgano del Consejo Superior del Empleo Público que conocerá en última instancia administrativa los recursos interpuestos contra actos referidos al acceso, desarrollo profesional, capacitación, salida, actos sancionatorios, y remuneraciones en el empleo público.

El Tribunal del Empleo Público es independiente en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 34º: Integrantes.
El Tribunal del Empleo Público estará integrado por tres (3) vocales por un período de tres (3) años no renovables.

Los vocales son designados por el Consejo Superior del Empleo Público previo concurso público. Son removidos por causa justificada contemplada en la ley.

Los vocales deberán continuar en el ejercicio de sus funciones hasta que hayan tomado posesión quienes deban sucederles.

Artículo 35º: Conformación de nuevas salas.
El Tribunal del Empleo Público podrá conformar salas descentralizadas o nuevas salas, de acuerdo a la necesidad del servicio.

Artículo 36º: Requisitos para ser vocal.
Para ser vocal del Tribunal se requiere:

a) Ser mayor de treinta años.

b) Haber ejercicio la abogacía durante 7 años.

c) No estar incurso en ninguna incompatibilidad establecida en la ley.

Artículo 37º: Procedimiento.
Por decreto, previa opinión favorable del Consejo Superior del Empleo Público, se aprobarán las normas de procedimiento, quórum y acuerdos del Tribunal del Empleo Público.

Artículo 38º: Agotamiento de la vía administrativa.
La resolución del Tribunal del Empleo Público agota la vía administrativa y consecuentemente puede ser recurrida en vía contencioso administrativa.

Artículo 39º: Los regímenes especiales existentes al momento de la publicación de la presente Ley deberán ser revisados y adecuados a la misma en un plazo máximo de ciento ochenta (180) días contados a partir de la promulgación de la presente Ley.

Artículo 40º: El  Poder  Ejecutivo reglamentará  la  presente  ley,  dentro  de  un  plazo de  90 (noventa) días.
Artículo 41º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Primera: Dentro de los treinta (30) días hábiles de la vigencia de la presente Ley se nombrarán a los miembros del Consejo Superior del Empleo Público el cual se instalará e iniciará funciones dentro de los sesenta (60) días hábiles siguientes al nombramiento de sus miembros. La Sub Secretaría de Gestión Pública asumirá las funciones establecidas en los incisos a), c), e), f) y g) del artículo 24 de la presente Ley, hasta que inicie sus funciones el Consejo Superior del Empleo Público.

FUNDAMENTOS
   El objeto del presente proyecto es materializar la  Ley Marco del Empleo Público, como una importante herramienta de gestión, desde la perspectiva de una gestión estratégica de los recursos humanos aplicado al sector público.
    En tal sentido, la Ley Marco del Empleo Público, en adelante LMEP, inicia un proceso de reforma del empleo público, y en esa medida es valiosa en tanto supone el punto inicial de un proceso largo y costoso, en el entendido que ningún modelo es perfecto, que se trata de ir mejorando en forma continua y permanente a través de la gestión del modelo, reto que asume el gobernante de turno al dictar una norma cuyos frutos se verán en el futuro y que no necesariamente reditúa votos en el presente.
   La norma desde el Titulo Preliminar enuncia que su finalidad es establecer los lineamientos generales para promover, consolidar y mantener una administración pública moderna, jerárquica, profesional,  descentralizada y desconcentrada, basada en el respeto al Estado de Derecho, los derechos fundamentales y la dignidad de la persona humana, el desarrollo de los valores morales y éticos y el fortalecimiento de los principios democráticos, para obtener mayores niveles de eficiencia del aparato estatal y el logro de una mejor atención a las personas. 
1.- La Selección de Personal en la Ley Marco del Empleo Público

1.1.- Planificación de las Políticas de Ingreso

    El proceso de selección se inicia cuando una entidad hace pública su intención de incorporar nuevo personal. A esta fase se denomina ingreso, definido como aquel proceso mediante el cual una organización trata de detectar empleados potenciales que cumplan los requisitos adecuados para realizar un determinado trabajo y atraerlos en el número suficiente para que sea posible una posterior selección de algunos de ellos, en función de las exigencias del trabajo y de las características de los candidatos. En suma, es un proceso que se lleva a cabo para incorporar la mayor cantidad de personal con la mayor calidad, es decir que se presenten los mejores y en un número suficiente para llevar a cabo una real selección.
   El ingreso puede ser:

• Externo, que tiene como ventajas: la ruptura de los grupos de poder al interior de la Entidad, y el beneficio que recibe ésta con el ingreso de “sangre nueva”.

 • Interno, que tiene como ventajas que se potencian a los empleados de la propia  organización, pero con la desventaja que se refuerzan los grupos de poder internos y no se beneficia la Entidad con el ingreso de nuevo personal.

1.2.- Análisis de los Procesos de Gestión del Ingreso

La selección de personal en la función pública es una variable crítica en la constitución del modelo de servicio civil, es decir los criterios y los procesos que se utilizan para realizar una selección de los empleados públicos explica mucho sobre qué es aquello que la organización valora de los candidatos. En todo caso, los mecanismos selectivos que se utilicen deben tener en cuenta las funciones a desarrollar como las perspectivas de empleo que se propongan con posterioridad al ingreso, pero también los valores que se desean promover en la organización.
    Por ello es fundamental para la consolidación de un sistema civil clásico, que se promuevan principios como la legalidad, igualdad, mérito, capacidad, imparcialidad y publicidad, a pesar que para algunos los mecanismos de selección son ineficientes, crítica que parece tener su origen en cierta interpretación de estos principios, considerando que son poco útiles para elegir a los mejores candidatos, este sería el caso de las oposiciones, donde las normas y valores que se desean promover como la igualdad, el mérito y la capacidad se concretan en un alto grado de formalismo que se proyecta en procesos selectivos basados en pruebas que evalúan habilidades teóricas y memorísticas, sin que ello tenga como consecuencia necesariamente con seguir una mejor adecuación de los candidatos seleccionados a las funciones que deberán desarrollar dentro de las entidades.
   El modelo que ha recogido la LMEP establece que el acceso al empleo público se realiza mediante concurso público y abierto, por grupo ocupacional, en base a los méritos y capacidad de las personas, en un régimen de igualdad de oportunidades.
   Finalmente, la LMEP dispone que la inobservancia de las normas de acceso vulnere el interés general e impide la existencia de una relación válida. Es nulo de pleno derecho el acto administrativo que las contravenga, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas, civiles o penales de quien lo promueva, ordena o permita.
   Como se observa, el modelo asumido por la LMEP es el de concurso público, abierto y por grupo ocupacional, en base a los méritos y capacidad de las personas, en un régimen de igualdad de oportunidades. Al respecto, en doctrina existen tres sistemas de selección:
Oposición: Celebración de una o más pruebas de capacidad para determinar la aptitud de los aspirantes y fijar el orden de prelación de los mismos en la selección.

Las pruebas tienen carácter eliminatorio y son anónimas en las pruebas escritas siempre que sea posible.
Concurso: Se basa en la calificación de los méritos de los concursantes y en la prelación de los mismos en el proceso selectivo.

Concurso – Oposición: Conjuga los dos sistemas anteriores.

2.- Formas de Incorporación al Empleo Público (Sistema de Inducción)
   Teniendo en cuenta que en la generalidad de los casos, la persona seleccionada desconoce el funcionamiento de la Entidad o posee poca información sobre la misma, sobre las costumbres que se aplican, los estilos de trabajo, las relaciones dentro de ella, esta incorporación debe estar prevista con anterioridad, con el objeto de disminuir el grao de incertidumbre que pueda poseer, a través de la realización de un training o proceso de inducción a la Entidad.
   Es por ello que se considera adecuado que las Entidades dispongan de un plan de acogida o socialización al ingreso del personal con la finalidad de ayudar a entender las funciones asignadas a la Entidad, los objetivos que persigue y su estructura jerárquica. En tal sentido, el Plan de Inducción es un programa de acciones coordinadas y dirigidas a obtener una mayor integración de los recursos humanos en la organización. 

3.- Sistema de Clasificación para el Personal del Empleo Público

Según la LMEP, el personal del empleo público se clasifica de la siguiente manera:

3.1 Funcionario público.- Es aquel que desarrolla funciones de preeminencia política, reconocida por norma expresa, que representan al Estado o a un sector de la población, desarrollan políticas del Estado y/o dirigen organismos o entidades públicas.

El funcionario público puede ser:

a) De elección popular directa.

b) De nombramiento y remoción regulados.

c) De libre nombramiento y remoción.

3.2. Empleado de confianza.- Es aquel que desempeña cargo de confianza técnico o político, distinto al del funcionario público. Se encuentra en el entorno de quien lo designa o remueve libremente y en ningún caso será mayor al 5% de los servidores públicos existentes en cada entidad. El Consejo Superior del Empleo Público podrá establecer límites inferiores para cada entidad. En el caso del Congreso de la República esta disposición se aplicará de acuerdo a su Reglamento.

3.3.- Trabajador público.- Se clasifica en:

a) Directivo Superior.- El que desarrolla funciones administrativas relativas a la dirección de un órgano programa o proyecto, la supervisión de empleados públicos, la elaboración de políticas de actuación administrativa y la colaboración en la formulación de políticas de gobierno.
   A este grupo se ingresa por concurso de méritos y capacidades de los trabajadores ejecutivos y especialistas, su porcentaje no excederá del 10% del total de empleados de la entidad. La ineficiencia en este cargo da lugar al regreso a su grupo ocupacional.
   Una quinta parte del porcentaje referido en el párrafo anterior puede ser designada o removida libremente por el titular de la entidad. No podrán ser contratados como  trabajadores ejecutivos o especialistas salvo que cumplan las normas de acceso reguladas en la presente Ley.

b) Ejecutivo.- El que desarrolla funciones administrativas, esto es el ejercicio de autoridad, de atribuciones resolutivas, las de fe pública, asesoría legal preceptiva, supervisión, fiscalización, auditoria y, en general, aquellas que requieren la garantía de actuación administrativa objetiva, imparcial e independiente a las personas.

Conforman un grupo ocupacional.

c) Especialista.- El que desempeña labores de ejecución de servicios públicos. No ejerce función administrativa. Conforman un grupo ocupacional.

d) De apoyo.- El que desarrolla labores auxiliares de apoyo y/o complemento. Conforman un grupo ocupacional.
   En doctrina, existen dos sistemas de servicio civil, el sistema cerrado y el sistema abierto. 
   El sistema cerrado según Carlés Ramió y Miquel Salvador, parte de considerar que el empleado público o funcionario va a estar vinculado de pro vida a la Administración, donde prestará sus servicios en diferentes puestos de trabajo, configurándose de esta manera, su carrera profesional. Este modelo se basa en la polivalencia de los funcionarios para ocupar diferentes puestos, y en una vinculación vitalicia con la Administración. Este planteamiento conduce a la elaboración de procesos de selección con carácter colectivo, que dan acceso no a un puesto de trabajo concreto sino a un cuerpo o una categoría, a partir de la cual desarrollar cierto tipo de funciones. La selección usualmente se apoya en el Plan de Acogida que facilita la adecuación de los empleados seleccionados a las distintas unidades de la organización.
 El sistema abierto de servicio civil se basa en la diferenciación de los diferentes puestos de trabajo de la Administración Pública, lo que significa hacer un estudio detallado de cada uno de los puestos de trabajo con el objetivo de reclutar a las personas más idóneas para cada uno de dichos puestos, por lo que tiene como elemento clave la correcta relación de puestos de trabajo o Cuadros Analíticos de Personal (CAP), partir de los cuales se establecen las necesidades de personal y de determinan los cargos a cubrir. En este modelo, las incorporaciones provienen del exterior de la organización y la vinculación termina con el cese en el puesto de trabajo. 
   Como se observa, la LMEP establece grupos ocupacionales, adoptando un modelo denominado sistema mixto en tanto combina elementos del sistema cerrado de servicio civil con el sistema abierto, porque el acceso al sistema civil se realiza a través de grupos ocupacionales pero se permite la progresión a la largo de la carrera administrativa, que implica la asunción de funciones y responsabilidades de dificultad o complejidad mayor a las del nivel de procedencia y porque entre los requisitos para postular al empleo público, indica que el postulante debe reunir los requisitos y/o atributos propios de la plaza vacante, es decir asumiendo que cada plaza vacante debe estar descrita. 
   El modelo resulta un sistema mixto, en el que el acceso se realiza a grupos ocupacionales, a partir de los cuales se ocuparán diversos puestos de trabajo a lo largo de la carrera administrativa. 

- Evaluación de los Recursos Humanos en la Ley Marco del Empleo Público.

   La evaluación de los recursos humanos también denominada evaluación del desempeño cierra el círculo iniciado con el proceso de selección y que continúa con la carrera  administrativa y el sistema retributivo. Por lo tanto, su definición permite cerrar el círculo del sistema de gestión de recursos humanos y completa la configuración del modelo de carrera pública resultante.
   Al respecto el interés por el desarrollo de la evaluación de los recursos humanos se asocia a su potencial como una herramienta de apoyo a la gestión de recursos humanos. De hecho es un instrumento clave para retroalimentar el sistema de gestión de recursos humanos, ofreciendo información sobre diversos ámbitos como la selección, la formación, la promoción o la retribución, entre otros. 
   Asimismo, es de utilidad para introducir cambios en la cultura organizativa, modificar el clima laboral y apoyar la planificación de personal.
   El Proyecto de  Ley Marco del Empleo Público (LMEP) es un punto de partida para desarrollos legislativos posteriores, dentro de la búsqueda de revisión y repotenciamiento del Sector Público.
Por todo lo expuesto, solicito a los Señores Legisladores acompañen con su voto el presente proyecto de Ley
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